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 TERCERA SALA PENAL DE APELACIONES NACIONAL 

 

Expediente  : 00004-2017-96-5001-JR-PE-02 
Jueces superiores   : Salinas Siccha / Enríquez Sumerinde / Magallanes Rodríguez 
Especialista judicial    : Ventura Carhuatanta 
Ministerio Público    : Fiscalía Superior Coordinadora del Equipo Especial  
Investigados   : Pedro Pablo Kuczynski Godard y otros 
Delitos     : Colusión Agravada y otros 
Agraviado    : El Estado  
Materia     : Apelación de auto sobre prórroga de plazo de la investigación 

   preparatoria 

 
Resolución Nº 4 
Lima, veinticuatro de enero 
de dos mil veinticuatro. - 
 

AUTOS y OÍDOS: En audiencia pública, los recursos de 

apelación interpuestos por las defensas técnicas de los investigados Pedro Pablo 

Kuczynski Godard,  Miguel Fernando Sánchez Moreno Cisneros, Guillermo Rebagliati 

Escala, José Javier Ortiz Rivera, Glodomiro Sánchez Mejía, Gerardo Rafael Sepúlveda 

Quezada y Alejandro Chang Chiang, contra la Resolución N.º 08 de fecha 17 de octubre de 

2023, que declaró fundado el requerimiento de prórroga de la investigación preparatoria 

por el plazo de treinta y seis (36) meses. Lo anterior en el proceso penal que se les sigue, 

por la presunta comisión de los delitos de colusión agravada y otros, en agravio del 

Estado. Interviene como ponente el Juez Superior SALINAS SICCHA, y ATENDIENDO: 

 

I. ANTECEDENTES  

1.1 El presente incidente tiene su origen en el requerimiento fiscal presentado con 

fecha 18 de julio de 2023, a través del cual el representante del Ministerio Público solicitó 

se le conceda la prórroga del plazo de la investigación preparatoria seguida contra los 

imputados Pedro Pablo Kuczynski Godard y otros, por el plazo de 36 meses, en la 

investigación preparatoria que se les sigue por la presunta comisión del delito de colusión 

agravada en agravio del Estado. Este pedido fue resuelto por el Séptimo Juzgado de 
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Investigación Preparatoria Nacional, quien mediante Resolución N.º 08, de fecha 17 de 

octubre del 2023, resolvió declarar fundado el requerimiento fiscal; y, en consecuencia, 

prorrogó el plazo de investigación preparatoria por el plazo de treinta y seis meses (36) 

adicionales.  

 

1.2 Contra la resolución antes mencionada, las defensas técnicas de los investigados 

Miguel Fernando Sánchez Moreno Cisneros, Guillermo Rebagliati Escala, José Javier Ortiz 

Rivera, Pedro Pablo Kuczynski Godard, Glodomiro Sánchez Mejía, Gerardo Rafael 

Sepúlveda Quezada, Alejandro Chang Chiang interpusieron recurso de apelación, los 

cuales fueron concedidos. Se elevó el cuaderno respectivo a esta Sala Superior para 

efectuar el procedimiento correspondiente. Así, mediante Resolución N.° 02, de fecha 04 

de enero de 2024 se programó audiencia virtual de apelación para el once de enero de 

dos mil veinticuatro. Luego de cerrado el debate en la audiencia, deliberada la causa el 

mismo día, de inmediato y sin interrupción, y producida la votación respectiva, se acordó 

por unanimidad pronunciar la correspondiente resolución en los términos que a 

continuación se consignan. 

 

II. FUNDAMENTOS DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA 

2.1 El a quo sostiene que el dispositivo legal aplicable al presente caso es el articulo 

342.2 del Código Procesal Penal que prevé el plazo de investigación preparatoria de 36 

meses para delitos perpetrados por organizaciones criminales, personas vinculadas a ellas 

o que actúan por encargo de la misma, plazo máximo que debe responder a las 

condiciones del proceso, que además no puede ser ampliado, pues el Código Adjetivo no 

lo permite. 

 

2.2 Respecto a las diligencias necesarias en la presente investigación se tiene un 

número importante de imputados en el presente proceso (31 investigados), quienes se 

encuentran en calidad de procesados por el delito de colusión agravada, así como de 

haberse comprendido también al investigado German Oscar Alvarado Pflucker por el 
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delito de lavado de activos, a través de la disposición de formalización de la investigación 

preparatoria1. 

 

2.3 Por otro lado, se advierte la existencia de serias complicaciones en el avance de las 

investigaciones, ello debido a lo extenso que resulta los hechos perpetrados en el marco 

de la organización criminal, pues ya la Sala Penal Nacional de Apelaciones Especializada 

en Delitos de Corrupción de Funcionarios – Colegiado A ha dejado establecido que la 

empresa Odebrecht es una organización criminal internacional que habría realizado pagos 

de comisiones ilícitas en el marco de contrataciones públicas en diversos países, entre 

ellos la ejecución de los proyectos IIRSA NORTE e IIRSA SUR (tramos 2 y 3), 

comprometiendo a los mas altos niveles del gobierno, conforme se advierte en los 

fundamentos fácticos del requerimiento de prórroga del plazo de la investigación 

preparatoria presentando por el Ministerio Público. 

 

2.4 Sumado a ello, otro aspecto que justificaría la prórroga del plazo de investigación 

preparatoria es la existencia de pericias pendientes de emitir, como la pericia técnica de 

ingeniería, la pericia técnico valorativa, la pericia económica financiera, la pericia contable 

financiera, hechos que justificaron que el representante del Ministerio Público amplíe el 

plazo para la entrega de los dictámenes periciales de ingeniería, valorativa, económica- 

financiera y contable-financiera, estableciendo un nuevo cronograma de trabajo para 

dichas pericias, sumado a la pericia grafotécnica ordenada por Disposición N.° 75, de 

fecha 06 de febrero de 2023, a través del cual se designa a los peritos, quedando 

pendiente la realización de la referida pericia.  

 

2.5 Asimismo, otro aspecto que se considera como parte de los motivos que sustentan 

la prórroga del plazo son las asistencias judiciales internacionales a los estados de Brasil, a 

través del cual se recibirá la declaración testimonial de los ciudadanos Jorge Henrique 

Simoes Brata, Daniel Bezerra Villar, Eleuberto Antonio Martorelli y Luiz Fernando de 

 
1 Disposición N.° 24, de fecha 22 de junio de 2020 
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Castro Santos; Israel, a través de la cual se recibirá la declaración testimonial de Avrham 

Dan On, República de Chile, a través del cual se recibirá la declaración testimonial de 

Mauricio Guglielmetti Vergara; Estados Unidos de América, a través de la cual se recibirá 

la declaración testimonial de Denise Barbara Hernández y Vivian Gómez; Republica de 

Colombia, a través del cual se requerirá a la Corporación Financiera del Valle S.A – 

CORFIVALLE S.A brinde los datos de identidad y domicilios señalados por Juan José 

Franco, Jaime Bateman Duran, Alfredo Santander y Manuel Orjuela; Estados Unidos de 

América, través del cual se requerirá al Banco CITIBANK NA New York USA remita 

información información respecto al fidecomiso de administración y garantía IIRSA SUR 

Tramo 2 y 3, estados de la cuenta recolectora PAO, debiendo informar los datos de 

identificación del origen y destino de los fondos; y, las Islas Caimán, con la finalidad que 

remita información sobre los nombres de los accionistas, representante legales y 

directivos de la empresa PERUEHANCED PASS – THROUGH FINANCE LIMITED y de la 

empresa MAPLES FINANCE LIMITED.  

 

2.6 Además, de encontrarse pendiente la diligencia de visualización del contenido de 

disco duro externo remitido por el Tercer Despacho de la Fiscalía Supraprovincial 

Corporativa Especializada en Delitos de Corrupción de Funcionarios, en el cual contendría 

información proporcionada por el Aspirante a Colaborador Eficaz N.° 8-2019 de la 

computadora asignada a Mario German Oscar Alvarado Pflucker, diligencia que se 

encuentra programada para tres sesiones (01, 02 y 03 de abril de 2024, a horas 9: 00 am). 

 

2.7 En otro extremo, sobre el plazo razonable se sostiene que la presente causa no 

debe escapar a las circunstancias específicas fácticas del presente caso, como son las 

diversas diligencias nacionales e internacionales, así como las pericias altamente técnicas, 

de manera que para el razonamiento judicial del órgano jurisdiccional lo que inicia con 

carácter complejo no se pierde con el paso del tiempo sino se incrementa. 
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2.8 En ese orden de ideas, tanto el Ministerio Público como la Procuraduría Pública 

sustentan la necesidad de extender el plazo de la investigación por 36 meses, pues 

argumentan que la falta de continuidad en la contratación de peritos no es 

responsabilidad del fiscal a cargo, ya que ello es un tema meramente logístico que se 

encuentra fuera de las facultades penales, destacando además que la prórroga no implica 

una autorización para nuevas diligencias el Fiscal, sino que ello se debe a la complejidad 

de los hechos y a la cantidad numerosa de procesados que ejercitan su derecho conforme 

al artículo 321 del CPP. 

 

2.9 De modo que, para el órgano jurisdiccional no resulta atendible los 

cuestionamientos planteados por las defensas de los investigados Fernando Zavala 

Lombardi, José Javier Ortiz Rivera, Miguel Fernando Sánchez Moreno Cisneros, Guillermo 

Rebagliati Escala, Alejandro Chang Chiang, Gerardo Rafael Sepúlveda Quezada, Rene 

Helbert Corneo Diaz y del imputado Pedro Pablo Kuczysnki, que se limite la prórroga a un 

plazo menor a los 36 meses, pues se advierte que de vital importancia contar con las 

pericias ordenadas para emitir pronunciamiento en la presente causa, dentro del plazo 

fijado por Ley, siempre respetando el derecho de defensa consiste en el emplazamiento a 

todos los abogados de los investigados para que puedan formular sus oposiciones que 

estimen pertinente, así como también se considera importante las asistencias 

internacionales que dependen netamente de las respuestas de las autoridades 

extranjeras como son Chile, Estados Unidos, Colombia, Isla Caimán e Israel, quien en la 

actualidad mantiene un estado de guerra en las fronteras de Gaza, hecho que repercute 

en las respuestas que se genere ante las asistencias internacionales desplegadas en el 

presente caso y finalmente atendiendo a las actuales circunstancias que complican 

recabar los elementos de convicción que son transversales a situaciones que dependen 

exclusivamente de otras autoridades extranjeras. 

 

III. FUNDAMENTOS DE LOS RECURSOS DE APELACIÓN 

3.1 DE LA DEFENSA TÉCNICA DE PEDRO PABLO KUCZYSNKI GODARD 
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3.1.1 La defensa técnica del investigado Kuczynski Godard interpone recurso de apelación 

contra la resolución recurrida de manera parcial en el extremo del plazo de los 36 meses, 

solicitando se fije como prórroga del plazo en 12 meses, toda vez que se habría vulnerado 

el derecho a la debida motivación de resoluciones judiciales y el plazo razonable. 

 

3.1.2 El a quo habría realizado una motivación aparente e insuficiente para otorgar los 36 

meses de prórroga, elaborando una resolución extensa, debido a que se trata de una 

réplica exacta y literal del requerimiento fiscal, de manera que su conclusión al afirmar 

que aún existen pericias pendientes de culminar, diligencias vía asistencia judicial 

internacional, la cantidad de hechos complejos y el número de investigados en el proceso 

no presenta mayor fundamento, pues no se ha tomado en cuenta que las pericias 

pendientes de culminación han sido ampliadas por el propio Ministerio Público, quien es 

el propio responsable de los problemas generados con la continuidad de los peritos 

designados; asimismo, las asistencias judiciales internacionales son diligencias de 

declaración testimonial que ya han sido realizadas en otros casos por el mismo despacho 

del Ministerio Público. 

 

3.1.3 Por ende, la resolución apelada se habría apartado de la Casación N.° 1682-

2017/Puno, que establece que para resolver un pedido de prórroga de investigación 

preparatoria debe atenderse no solo a la especial dificultad de las investigaciones, sino 

también el actuar diligente de la Fiscalía en la tramitación de la investigación, de tal 

manera se advierte que en el presente caso el Ministerio Público no habría cumplido con  

actuar diligentemente con celeridad y eficacia en la presente investigación. 

 

3.1.4 Por otro lado, se habría transgredido el derecho al plazo razonable al extender de 

forma excesiva la investigación preparatoria sin una justificación proporcional basada en 

la naturaleza de las diligencias pendientes, pues el carácter complejo de la investigación 

ya habría sido considerado inicialmente en el plazo legal máximo fijado para esta etapa 

procesal. 
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3.1.5 Además que las pericias y declaraciones testimoniales pendientes pudieron haber 

sido gestionadas con mayor diligencia por parte del titular de la acción penal en el plazo 

fijado, pues es importante resaltar que el permanente grado de sospecha vulnera y afecta 

directamente la presunción de inocencia con la cuenta un investigado sobre el cual aun 

no se ha probado hecho alguno. 

 

3.1.6 Finalmente, el juzgado estaría actuando de forma discrecional al prorrogar el plazo 

de la investigación sin fundamentos válidos que respalden la decisión, sumado al hecho 

que las circunstancias complejas de la investigación no serian suficientes para un plazo 

desmedido y desproporcional a los 36 meses. 

 

3.2 DE LA DEFENSA TÉCNICA DE GERARDO RAFAEL SEPÚLVEDA QUEZADA 

3.2.1 La defensa técnica del investigado Sepúlveda Quezada plantea como pretensión 

principal que se declare nula la resolución apelada en todos sus extremos y se ordene 

emitir un nuevo pronunciamiento motivado y congruente con sus pretensiones 

planteadas, subsidiariamente pretende que se revoque la resolución apelada y 

reformándola se fije un plazo razonable de prórroga de la investigación preparatoria 

entre 12 a 18 meses. 

3.2.2 Se alega como primer agravio que el juez de primera instancia no brindó una 

respuesta motivada ni congruente a las pretensiones planteadas oportunamente en su 

oposición escrita y oralizada en audiencia, alterando dichas pretensiones y omitiendo 

pronunciarse sobre las verdaderas pretensiones referidas a que se declare infundado el 

pedido de 36 meses de prórroga por resultar desproporcional y se otorgue un plazo 

máximo de 12 a 18 meses atendiendo a las circunstancias específicas de demora en la 

realización de las diligencias pendientes. 

 

3.2.3 Como segundo agravio, la defensa manifiesta que el a quo habría concedido un 

plazo de prórroga de 36 meses sin expresar una justificación suficiente de su decisión, 
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limitándose a señalar que se trata de una investigación compleja, además de no precisar 

cómo ello determina que las diligencias pendientes con plazos ya fijados por la Fiscalía 

requieren de dicho plazo y no uno distinto, cuando según la jurisprudencia vinculante la 

razonabilidad del plazo requiere de un análisis especial de las circunstancias específicas 

presentes en cada investigación. 

 

3.3 DE LA DEFENSA TÉCNICA DE ALEJANDRO CHANG CHIANG 

3.3.1 La defensa técnica del investigado Alejandro Chang Chiang sostiene que la 

resolución impugnada no habría dado respuesta a las defensas, pues solo habría dado 

respuesta a la Fiscalía, buscando justificar al Ministerio Público, siendo justo solo con una 

de las partes 

 

3.3.2 Además, señala que la alta complejidad del proceso y las múltiples diligencias ya 

eran conocidas desde el inicio del proceso por parte del Ministerio Público, por lo que no 

se puede justificar el otorgamiento de los 36 meses adicionales al plazo de la 

investigación preparatoria, más aún cuando en los 36 meses iniciales de la investigación la 

Fiscalía habría desperdiciado el tiempo en lugar de investigar. 

 

3.3.3 Por otro lado, manifiesta que las diversas diligencias pendientes como la pericia 

contable y las asistencias judiciales no involucran a su patrocinado, por cuanto no 

corresponde extender un plazo de investigación por actos ajenos a su defendido, quien 

en la actualidad cuenta con 75 años de edad, siendo que ampliar por el plazo otorgado 

afectaría desproporcionalmente sus derechos, hecho que no ha sido analizado por el juez 

de primera instancia. 

 

3.3.4 En ese orden de ideas, se precisa que la acumulación de un proceso no debe 

perjudicar el derecho al plazo razonable de uno de los sujetos procesales, más por el 

contrario se pensó que la acumulación serviría para realizar una investigación común 

contra todos los imputados; sin embargo, no se ve esa comunidad investigativa de 
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manera real, ya que solo sobre algunos investigados recaerá la pericia contable, así como 

las asistencias internacionales, por lo que se considera que los demás sujetos procesales 

no deben asumir esas investigaciones, ya que resulta abusivo, debiendo la Fiscalía sufrir 

una consecuencia por su falta de previsión. 

 

3.3.5 Finalmente, considera que un plazo investigativo justo contra su patrocinado 

Alejandro Chang Chiang, quien está próxima a cumplir 80 años seria de 12 meses, por lo 

que solicita se reforme la resolución recurrida y se reduzca de 36 meses a un plazo 

razonable de 12 meses. 

 

3.4 DE LA DEFENSA TÉCNICA DE GLODOMIRO SÁNCHEZ MEJÍA  

3.4.1 La defensa técnica del investigado Sánchez Mejía sostiene que la resolución 

recurrida vulnerar la prohibición de la irretroactividad de la Ley, específicamente el 

articulo 103 de la Constitución Política del Perú, puesto que el despacho fiscal, el Equipo 

Especial, habría pretendido aplicar el delito de organización criminal incorporando una 

década después de los hechos presuntamente acontecidos, ello con la finalidad de 

obtener una prórroga excepcional de 36 meses que se utiliza reservadamente para 

investigar este tipo de organizaciones delictivas. 

 

3.4.2 Asimismo, alega una errónea interpretación del artículo 342, inciso 2 del Código 

Procesal Penal, toda vez que dicha prórroga del plazo de investigación solo procede en 

casos de investigaciones de delitos cometidos en el contexto de una organización 

criminal, situación que no se configura en el presente caso donde solo se investiga el 

delito de colusión. 

 

3.4.3 Por tal motivo, el recurrente solicita y requiere se revoque la resolución apelada y se 

reformule otorgando 8 meses adicionales para la investigación. 

 

3.5 DE LA DEFENSA TÉCNICA DE JOSÉ JAVIER ORTIZ RIVERA 
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3.5.1 La defensa técnica del investigado Ortiz Rivera sostiene que la resolución materia de 

impugnación no presenta motivación alguna respecto de la prórroga del plazo de 36 

meses otorgado para continuar con la investigación preparatoria, pues la citada 

resolución únicamente replica la literalidad del requerimiento fiscal de la página 2 a la 

189, sin realizar ninguna valoración propia sobre la complejidad del caso que pueda 

sustentar el plazo máximo otorgado. 

 

3.5.2 Así también, precisa que el Recurso de Casación N.° 1677-2017/Puno, establece que 

el articulo 342 del Código procesal Penal regula el plazo de duración de la etapa de 

investigación preparatoria ordinario y ampliatorio, el Fiscal puede solicitar al Juez de la 

Investigación Preparatoria, en caso de procesos complejos, una prórroga hasta un plazo 

igual al ordinario. 

 

 

3.5.3 Además, agrega que, según las propias diligencias señaladas por el Ministerio 

Público, se encuentran programadas hasta el mes de abril de 2024; vale decir, 6 meses 

adicionales, por lo que no se encuentra coherencia entre el plazo propuesto para dichas 

diligencias y el plazo de 36 meses concedido para la investigación, por lo que la resolución 

venida en grado resulta arbitraria. 

 

3.5.4 En esa misma línea, la defensa alega que debe atribuirse responsabilidad al 

Ministerio Público por la demora en la realización de las pericias, pues tiene las facultades 

necesarias para agilizar y reiterar los trámites administrativos, de manera que aun cuando 

la demora no fuese imputable a los fiscales, ello no puede perjudicar a los investigados 

por las falencias institucionales, sino a trámites burocráticos propios de la organización 

del Ministerio Público. 

 

3.5.5 Luego, también se manifiesta que la recurrida presentaría una motivación aparente 

respecto a la demora en el trámite de asistencia internacional debido al conflicto entre 
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Israel y Palestina, pues este argumento tiene carácter forzado y disuasivo, ya que dicho 

conflicto bélico no debe repercutir en una investigación de hechos acaecidos de alcance 

nacional. 

 

3.5.6 Finalmente, se precisa que la resolución materia de apelación no presenta ninguna 

valoración de los argumentos esgrimidos por la defensa en escrito y oralizado en 

audiencia, pues el a quo solo habria dado respuesta levemente a uno de ellos y aduciendo 

que los demás argumentos no son amparables sin ejecutar ningún tipo de análisis sobre la 

razonabilidad del plazo requerido. 

 

3.6 DE LA DEFENSA TÉCNICA DE MIGUEL FERNANDO SÁNCHEZ MORENO CISNEROS Y GUILLERMO 

REBAGLIATI ESCALA 

3.6.1 La defensa técnica de los investigados Sánchez Moreno Cisneros y Rebagliati Escala 

sostiene como primer agravio la vulneración a la tutela jurisdiccional efectiva por falta de 

valoración de los argumentos presentados en oposición al requerimiento fiscal de 

prórroga, pues el juzgado habria omitido pronunciarse sobre varios fundamentos 

planteados por la defensa, tales como las fechas de culminación de las diligencias 

pendientes y la conducta procesal intachable de los investigados. 

 

3.6.2 Como segundo agravio plantea la vulneración al debido proceso por omisión de 

funciones del Ministerio Público al no haber culminado con las pericias en el plazo 

establecido, además que dicha entidad tendría el deber de realizar las gestiones 

necesarias ante sus dependencias administrativas, a fin de viabilizar la contratación de los 

peritos y la entrega oportuna de los informes. 

 

3.6.3 Como tercer agravio alega la existencia de una motivación aparente sobre el trámite 

de asistencia judicial internacional, pues la resolución apelada alude a un conflicto bélico 

en Medio Oriente que no guarda ningún tipo de relación con el caso investigado, 
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convalidándose erróneamente la omisión fiscal de no establecer plazos para la 

culminación de las diligencias señaladas. 

 

3.6.4 Finalmente, se sostiene una motivación aparente en la resolución venida en grado, 

respecto a la prórroga del plazo otorgada, pues el juzgador solo se habria limitado a 

transcribir el requerimiento fiscal sin tener una propia valoración de la necesidad e 

idoneidad del plazo, apartándose de la jurisprudencia que exige que la prórroga del plazo 

debe sustentarse en causas justificadas vinculadas a las diligencias pendientes. 

 

IV. POSICIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO 

3.7 A su turno, en audiencia de apelación, la fiscal superior sostiene que la resolución 

venida en grado, en efecto plasma el contenido de los hechos del requerimiento fiscal; sin 

embargo, dicho acto no tiene gran transcendencia que amerite la nulidad de la 

resolución, pues el órgano jurisdiccional justifica la prórroga del plazo de 36 meses en 

base a la cantidad de investigados, a la complejidad de la investigación y a la existencia de 

una organización criminal, sumado a los problemas que se generaron en cuanto a la 

designación de peritos, pues dichos peritos en varias ocasiones renunciaban o tenían 

descansos médicos. 

 

3.8 Asimismo, en cuanto a las asistencias judiciales internacionales, el a quo las ha 

contemplado en su fundamento 11 y 12 señalando el plazo que implica una realización de 

trámites internacionales y en cuanto a las diligencias en general se habria hecho mención 

en el considerando 10, la misma que no se encuentra expresamente, como son las 

declaraciones que justifican las demás diligencias, de manera que teniendo en cuenta que 

el núcleo de la prórroga ha sido la falta de logística para las diligencias periciales y 

asistencias internacionales y otros actos de declaraciones, no es posible justificar, a 

efectos de transcendencia la nulidad del acto. 
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3.9 Por otro lado, en cuanto a las pretensiones de revocatoria, cabe mencionar que 

quedan pendientes diversas asistencias internacionales con los países de Estados Unidos, 

Brasil, Israel, Chile, Colombia. De manera que, tomando en cuenta las pericias pendientes 

y a las dificultades logísticas que no son imputables tanto al Ministerio Público como a los 

investigados, el despacho fiscal considera que debe requerirse 30 meses de prórroga del 

plazo de investigación, dado a que por experiencia las asistencias internacionales toman 

entre 2 años a 2 años y 6 meses, por ello no se puede requerir un plazo menor a los 30 

meses. 

 

3.10 En ese orden de ideas, en cuanto a lo pendiente se tiene las disposiciones fiscales 

N.° 88, 90 y 91, esta ultima de fecha 03 de enero de 2024 donde se da cuenta que la 

Gerencia General de Peritaje del Ministerio Público informa que todos los peritos que 

fueron nombrados anteriormente ya no tienen vinculación con la gerencia de peritajes, 

por cuanto se ha tenido que reorganizar los equipos periciales, que implica generar un 

nuevo plazo. 

 

3.11 Finalmente, en cuanto al argumento de la razón de la edad del investigado Chang 

Chiang es que se requiere no los 36 meses, sino un menor plazo 30 meses adicionales 

teniendo en cuenta la cantidad de diligencias. 

 

V. PROBLEMA JURÍDICO PARA RESOLVER 

De los argumentos expuestos en audiencia y de acuerdo al contenido de los 

recursos de apelación, corresponde a esta Sala Superior determinar si se ha vulnerado el 

debido proceso respecto a la debida motivación de las resoluciones judiciales y el plazo 

razonable al haberse prorrogado el plazo de la investigación preparatoria por 36 meses 

como alegan los recurrentes. 

 

VI. FUNDAMENTOS DE LA SALA SUPERIOR 
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 PRIMERO: Una vez delimitados los puntos en cuestionamiento, el Colegiado Superior 

solo se pronunciará respecto de estos extremos2. Se sabe bien que en el artículo 139 de la 

Constitución se recogen los derechos y garantías de la función jurisdiccional. Allí se prevé 

la observancia del debido proceso en el inciso 3, y la motivación escrita de las 

resoluciones judiciales en el inciso 5. La motivación es entendida como una exigencia 

constitucional que integra el contenido constitucionalmente protegido de la garantía 

procesal de tutela jurisdiccional efectiva, que impone al juez la obligación de que las 

decisiones que emita han de estar debidamente fundamentadas en razones de hecho y 

de derecho. No debe obviarse que el derecho a la motivación de las resoluciones “[…] 

constituye una garantía fundamental en los supuestos en que con la decisión emitida se 

afecta de manera negativa la esfera o situación jurídica de las personas. Así, toda decisión 

que carezca de una motivación adecuada, suficiente y congruente, constituirá una 

decisión arbitraria y, en consecuencia, será inconstitucional”3. Esta es la línea 

jurisprudencial reiterada de la Corte Interamericana de Derechos Humanos cuando 

precisa que el deber de motivación es una de las debidas garantías para salvaguardar el 

derecho a un debido proceso, y consiste en la “exteriorización de la justificación razonada 

que permite llegar a una conclusión y conlleva una exposición racional de las razones que 

llevan al juzgador a adoptar una decisión. La relevancia de esta garantía se encuentra 

ligado a la correcta administración de justicia y a evitar que se emitan decisiones 

arbitrarias. Asimismo, la motivación otorga credibilidad de las decisiones jurídicas en el 

marco de una sociedad democrática y demuestra a las partes que éstas han sido oídas”4 y, 

en aquellos casos en que las decisiones son recurribles, proporciona la posibilidad de 

criticar la resolución y lograr un nuevo examen ante la instancia superior.  

 

 
2 La actividad recursiva en nuestro sistema procesal tiene como uno de sus principales principios el de 
limitación, también conocido como “tantum apellatum quantum devolutum”, sobre el que reposa el 
principio de congruencia, y que significa que el órgano revisor, al resolver la impugnación, debe resolver 
conforme a las pretensiones o agravios invocados por el impugnante en el recurso impugnatorio. 
3 Cfr. Exp. N.° 05601-2006-PA/TC, fundamento 3, y reiterado en el Exp. N.° 02462-2011- PH/TC. 
4 Fundamento 148 de la sentencia de 02 de noviembre de 2021-Caso Manuela y otros vs. El Salvador. 
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SEGUNDO: En efecto, el derecho a la debida motivación de las resoluciones implica que 

los jueces, al emitir sus decisiones, expresen las razones o justificaciones objetivas que los 

llevaron a tomar tal decisión. Esas razones pueden y deben provenir no solo del 

ordenamiento jurídico vigente y aplicable al caso, sino de los propios hechos 

debidamente acreditados en el trámite del proceso. No obstante, −aclara el TC− la tutela 

del derecho a la motivación de las resoluciones judiciales, de ninguna manera, debe y 

puede servir de pretexto para someter a un nuevo examen las cuestiones de fondo ya 

decididas por los jueces ordinarios5. Tampoco la tutela del derecho a la debida motivación 

de resoluciones puede servir para proteger desacuerdo con todo o parte de los 

considerandos expresados en una resolución judicial. Es decir, no se afecta la debida 

motivación de las resoluciones judicial verificando que la resolución expone o está 

redactada con considerandos contrarios a lo que el recurrente ha expuesto. Tal 

discrepancia que bien puede afectar otros derechos, de modo alguno puede servir para 

alegar y amparar el derecho a la debida motivación de resoluciones judiciales.  

TERCERO: Por otro lado, la etapa de investigación preparatoria tiene por finalidad 

primordial la ubicación y obtención de actos de investigación tendiente a determinar si 

los hechos ocurrieron y si tienen características de delito, así como determinar si hay 

forma de vincular al o los investigados con los hechos ya sea como autor(es) o 

partícipe(s). También permite disponer de medidas que tiendan a asegurar las fuentes de 

prueba, así como los fines del proceso. En tal sentido, el artículo 321 del CPP prevé que la 

finalidad de la investigación preparatoria es reunir los elementos de convicción, de cargo 

y de descargo, que permitan al fiscal luego de concluida la misma decidir si formula o no 

acusación. Y en su caso, a los defensores a preparar la defensa eficaz de su patrocinado-

investigado. 

 

CUARTO: Para llevar a cabo este conjunto de actuaciones, nuestro sistema jurídico 

 
5 Expediente N.° 1480-2006-AA/TC (caso Caja de Beneficios y Seguridad Social del Pescador), del veintisiete 
de marzo de 2006, fundamento 2. 
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procesal ha regulado el plazo de investigación preparatoria en el artículo 342 del CPP6, 

señalando específicamente en el inciso 2 que, en caso de investigaciones declaradas 

complejas, será de ocho meses; mientras que, en los de criminalidad organizada, como es 

el caso que nos ocupa, de treinta y seis meses, prorrogables hasta por igual plazo por 

orden judicial.  

 

QUINTO: Respecto a la prórroga del plazo de la investigación preparatoria en las 

Casaciones 309-2015/Lima7 y 147-2016/Lima8, se ha dejado establecido de modo 

razonable que la prórroga será requerida por disposición fiscal y que su admisión por 

parte del juez de investigación preparatoria estará en relación a las dificultades en la 

investigación que se realiza. Esto es, la admisibilidad del requerimiento fiscal de prórroga 

estará supeditado a la verificación de una demora en la realización de los actos de 

investigación, siempre y cuando esta demora no le sea atribuible al titular de la acción 

penal, así como la necesidad y justificación de un plazo adicional para que la investigación 

cumpla sus finalidades. De ahí que para admitir la prórroga del plazo de investigación 

preparatoria habrá de verificarse i) la necesidad de un tiempo superior para lograr los 

objetivos que persigue la investigación preparatoria que no pudieron obtenerse durante el 

plazo ordinario, y ii) la razonabilidad del plazo en atención a la naturaleza de la 

investigación y las diligencias que faltan actuarse. 

 

SEXTO: En ese mismo sentido, el Tribunal Constitucional9, tomando como referencia 

sentencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, ha señalado que la razonabilidad del plazo de investigación del delito 

 
6 Modificado por la Ley N.° 30077, "Ley Contra el Crimen Organizado”, publicada en el Diario Oficial El 

Peruano el veinte de agosto de dos mil trece. 
7 Emitida el veintinueve de marzo de dos mil dieciséis, Corte Suprema de la República del Perú, fundamento 
jurídico décimo segundo. 
8 Emitida el seis de julio de dos mil dieciséis, Corte Suprema de la República del Perú, fundamento jurídico 
2.5.1. 
9 Cfr. las sentencias del Tribunal Constitucional de los Expedientes 5228-2006-PHC/TC, 6167-2006-PHC/TC, 
7624-2005-HC/TC, 594-2004-HC/TC, 0618-2005-PH/TC, 5291-2005-HC/TC, 1640-2009-PHC/TC, 2047-2009-
PHC/TC, 3509-2009-PHC/TC, 5377-2009-PHC/TC, entre otras. 
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es una manifestación implícita del derecho al debido proceso establecido en el artículo 

139.3 de la Constitución Política del Perú. Asimismo, ha establecido que, para efectos de 

valorar el plazo razonable de la investigación del delito, deben tomarse en cuenta 

criterios subjetivos y criterios objetivos. En relación con el ámbito subjetivo, se expresa 

que estará sujeto a la actuación proactiva del fiscal y la actuación obstruccionista del 

investigado, mientras que, para el ámbito objetivo, este dependerá de la naturaleza de 

los hechos objeto de investigación. 

 

SÉPTIMO: Aun cuando se refiere al plazo razonable de todo el proceso penal, los criterios 

utilizados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos sin duda sirven para efectos 

de evaluar y establecer el plazo razonable de la investigación preparatoria cuyo plazo 

puede ser objeto de prolongación. En efecto, respecto a la celeridad del proceso, la Corte 

IDH por sentencia de fecha quince de julio de dos mil veinte en el caso: empleados de la 

fábrica de fuegos en Santo Antonio de Jesús y sus familiares vs. Brasil, reiterando su línea 

jurisprudencial, ha señalado que “el plazo razonable se debe apreciar en relación con la 

duración total del procedimiento que se desarrolla, desde el primer acto procesal hasta que 

se dicta la sentencia definitiva, incluyendo los recursos de instancia que pudieran 

eventualmente presentarse. El derecho de acceso a la justicia implica que la solución de la 

controversia se produzca en tiempo razonable, ya que una demora prolongada puede llegar 

a constituir, por sí misma, una violación de las garantías judiciales”10. De igual modo la 

Corte IDH ha indicado que la evaluación del plazo razonable se debe realizar en cada caso 

concreto, en relación con la duración total del proceso, la cual podría también incluir la 

ejecución de la sentencia definitiva. De esta manera, ya no considera solo tres elementos 

para evaluar si se cumplió con la garantía del plazo razonable sino cuatro elementos, a 

saber: (i) la complejidad del asunto, (ii) la actividad procesal del interesado, (iii) la conducta 

 
10 Fundamento 222. 
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de las autoridades judiciales11, y (iv) la afectación generada en la situación jurídica de la 

presunta víctima12.  

 

Respecto a la evaluación de la complejidad del asunto, la Corte IDH establece valorar 

distintos elementos, entre los que se encuentran: i) la complejidad de la prueba; ii) la 

pluralidad de sujetos procesados o la cantidad de víctimas; iii) el tiempo transcurrido desde 

que se ha tenido la noticia del presunto hecho delictivo; iv) las características del recurso 

contenido en la legislación interna, o v) el contexto en el que ocurrieron los hechos13. 

  

OCTAVO: Asimismo, para la prórroga del plazo de la investigación preparatoria debe 

tomarse en cuenta la debida diligencia y el plazo razonable en la actuación del titular de la 

acción penal como director de la investigación del delito según el CPP de 2004. En efecto, 

la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el caso: empleados de la fábrica de 

fuegos en Santo Antonio de Jesús y sus familiares vs. Brasil, ha establecido respecto a la 

debida diligencia que “la investigación deber ser realizada por todos los medios legales 

disponibles y orientada a la determinación de la verdad y la persecución, captura, 

enjuiciamiento y eventual castigo de todos los responsables intelectuales y materiales de 

los hechos”14.   

 

NOVENO: Sobre la base de estos parámetros dogmáticos-procesales y jurisprudenciales, 

corresponde dar respuesta a los agravios planteados por los recurrentes. Sin embargo, 

antes debe dejarse precisado que los recurrentes aceptan y están de acuerdo con el hecho 

de que efectivamente debe prorrogarse el plazo de la investigación preparatoria. 

Quedando como único punto controvertido el plazo de la prórroga y su fundamentación, 

 
11 Si bien al Corte IDH se refiere solo a la conducta de las autoridades juridiciales, en nuestro sistema 
jurídico procesal penal, debe comprenderse también a la conducta de los representantes del Ministerio 
público, quienes son los responsables de dirigir la investigación del delito desde su inicio como lo prevé el 
artículo 159.4 de la Constitución vigente. Disposición constitucional desarrollada en el artículo IV, del Título 
Preliminar del CPP.  
12 Fundamento 223. 
13 Fundamento 225. 
14 Fundamento 220. 
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pues en la recurrida se ha fijado el plazo de 36 meses solicitado por el titular de la acción 

penal, en tanto que los recurrentes, pretenden un plazo mucho menor, incluso, la 

representante del Ministerio Público en audiencia a señalado que el plazo razonable sería 

30 meses. De lo que se concluye que los propios recurrentes reconocen que en la 

investigación que se les sigue se han presentado factores externos que hacen necesario un 

tiempo adicional para concluir con la investigación del delito, factores que aparecen 

debidamente consignados en la resolución venida en grado, sobre los cuales no vamos a 

pronunciarnos por no ser pertinentes para resolver la presente incidencia. En 

consecuencia, solo se responderán los agravios respecto al plazo de la prórroga y sus 

fundamentos, los demás, que se refieren a la prórroga propiamente dicha, resultan 

irrelevantes al estar de acuerdo la mayoría de los recurrentes con la prórroga decretada. 

DÉCIMO: En primer término, la defensa del investigado Sepúlveda Quezada plantea como 

pretensión principal que se declare nula la resolución apelada toda vez el juez de primera 

instancia no brindó una respuesta motivada ni congruente a las pretensiones planteadas 

oportunamente en su oposición escrita y oralizada en audiencia, alterando dichas 

pretensiones y omitiendo pronunciarse sobre las verdaderas pretensiones referidas a que 

se declare infundado el pedido de 36 meses de prórroga por resultar desproporcional. En 

la misma línea argumentativa, las defensas de los investigados Sánchez Moreno Cisneros, 

Rebagliati Escala y José Ortiz Rivera sostienen como agravio la vulneración a la tutela 

jurisdiccional efectiva por falta de valoración de los argumentos presentados en oposición 

al requerimiento fiscal de prórroga, pues el juzgado habría omitido pronunciarse sobre 

varios fundamentos planteados, tales como las fechas de culminación de las diligencias 

pendientes y la conducta procesal intachable de los investigados. Al respecto, del análisis 

integral de la recurrida se llega a la clara conclusión de que la misma se encuentra 

motivada dentro de los parámetros mínimos que establece el debido proceso. Allí 

aparecen los fundamentos por los cuales se decidió prorrogar la investigación 

preparatoria por el plazo de 36 meses. Resulta obvio que el derecho a la debida 

motivación de resoluciones no abarca la protección de desacuerdos con todo o parte de 

los considerandos expresados en una resolución judicial. Es decir, como se sostiene up 
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supra, no se afecta la debida motivación de las resoluciones judicial verificando que la 

resolución expone o está redactada con considerandos contrarios a lo que el recurrente 

ha expuesto. Tal discrepancia que bien puede afectar otros derechos, de modo alguno 

puede servir para alegar y amparar el derecho a la debida motivación de resoluciones 

judiciales. El agravio invocado es infundado. 

DÉCIMO PRIMERO: Como agravio pertinente al punto controvertido, el recurrente 

KUCZYSNKI GODARD solicita se fije como prórroga del plazo en 12 meses, pues al fijarse en 

36 meses se habría transgredido el derecho al plazo razonable al extender de forma 

excesiva la investigación preparatoria sin una justificación proporcional basada en la 

naturaleza de las diligencias pendientes, pues el carácter complejo de la investigación ya 

habría sido considerado inicialmente en el plazo legal máximo fijado para esta etapa 

procesal. El recurrente GLODOMIRO SÁNCHEZ MEJÍA con parecidos argumentos solicita se 

reformule otorgando 8 meses adicionales para la investigación. En parecido sentido se 

pronuncia la defensa de ALEJANDRO CHANG CHIANG quien considera que un plazo 

investigativo justo contra su patrocinado quien cumplirá 80 años seria de 12 meses. La 

defensa de SEPÚLVEDA QUEZADA como pretensión subsidiaria pretende que se revoque la 

resolución apelada y se fije un plazo razonable de prórroga de la investigación 

preparatoria entre 12 a 18 meses. Por su parte la defensa de JOSÉ JAVIER ORTIZ RIVERA alegó 

que, según las propias diligencias señaladas por el Ministerio Público, se encuentran 

programadas hasta el mes de abril de 2024; vale decir, 6 meses adicionales, por lo que no 

se encuentra coherencia entre el plazo propuesto para dichas diligencias y el plazo de 36 

meses concedido para la investigación. 

 

DÉCIMO SEGUNDO: Al respecto se verifica que en la recurrida se sostiene que han 

existido serias complicaciones en el avance de las investigaciones, ello debido a lo extenso 

que resulta los hechos perpetrados en el marco de la organización criminal; que tates 

inconvenientes serían ajenos a la voluntad del fiscal investigador; otro aspecto que 

justificaría la prórroga del plazo de investigación preparatoria es la existencia de pericias 
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pendientes de emitir, como la pericia técnica de ingeniería, la pericia técnico valorativa, la 

pericia económica financiera, la pericia contable financiera, hechos que justificaron que el 

representante del Ministerio Público amplíe el plazo para la entrega de los dictámenes 

periciales, estableciendo un nuevo cronograma de trabajo para dichas pericias, sumado a 

la pericia grafotécnica que está pendiente de realizar. Asimismo, otro aspecto son las 

asistencias judiciales internacionales a los estados de Brasil, a través del cual se recibirá la 

declaración testimonial de los ciudadanos Jorge Henrique Simoes Brata, Daniel Bezerra 

Villar, Eleuberto Antonio Martorelli y Luiz Fernando de Castro Santos; Israel, a través de la 

cual se recibirá la declaración testimonial de Avrham Dan On, República de Chile, a través 

del cual se recibirá la declaración testimonial de Mauricio Guglielmetti Vergara; Estados 

Unidos de América, a través de la cual se recibirá la declaración testimonial de Denise 

Barbara Hernández y Vivian Gómez; Republica de Colombia, a través del cual se requerirá 

a la Corporación Financiera del Valle S.A – CORFIVALLE S.A brinde los datos de identidad y 

domicilios señalados por Juan José Franco, Jaime Bateman Duran, Alfredo Santander y 

Manuel Orjuela; Estados Unidos de América, través del cual se requerirá al Banco 

CITIBANK NA New York USA remita información información respecto al fidecomiso de 

administración y garantía IIRSA SUR Tramo 2 y 3, estados de la cuenta recolectora PAO, 

debiendo informar los datos de identificación del origen y destino de los fondos; y, las 

Islas Caimán, con la finalidad que remita información sobre los nombres de los 

accionistas, representante legales y directivos de la empresa PERUEHANCED PASS – 

THROUGH FINANCE LIMITED y de la empresa MAPLES FINANCE LIMITED. Además, de 

encontrarse pendiente la diligencia de visualización del contenido de disco duro externo 

remitido por el Tercer Despacho de la Fiscalía Supraprovincial Corporativa Especializada 

en Delitos de Corrupción de Funcionarios, en el cual contendría información 

proporcionada por el Aspirante a Colaborador Eficaz N.° 8-2019 de la computadora 

asignada a Mario German Oscar Alvarado Pflucker, diligencia que se encuentra 

programada para tres sesiones (01, 02 y 03 de abril de 2024, a horas 9: 00 am). De modo 

que existe la necesidad de extender el plazo de la investigación por 36 meses como lo 

solicita el Ministerio Público. 
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DÉCIMO TERCERO: En consecuencia, se evidencia la necesidad de otorgarle al titular de la 

acción penal un plazo de prórroga, pues, como ya se indicó, en la investigación que se 

viene efectuando, falta realizarse importantes y significativas diligencias o actos de 

investigación para el total esclarecimiento de los hechos. Incluso los defensores también 

necesitan tiempo para preparar la defensa de los investigados. De modo que, este 

Colegiado Superior tiene claro que el criterio para la determinación de la razonabilidad 

del plazo de prórroga no puede ser advertida por el simple transcurso cronológico del 

tiempo ni estableciendo con precisión absoluta el número de días, semanas, meses o 

años; sino que, su determinación importa realizar, además del quantum temporal, un 

análisis especial de la complejidad del asunto, el comportamiento de las partes 

procesales, así como el contexto y características propias presentes en cada 

investigación15.  

DÉCIMO CUARTO: En ese orden de ideas, si bien se verifica que existen actos de 

investigación que no se han podido llevar a cabo o que no han cumplido su objetivo, ello 

no se advierte que haya ocurrido a una falta de diligencia del representante del Ministerio 

Público, como se sustentó en audiencia, sino que ello se debería a otros imponderables 

que escapan a la voluntad del investigador como, por ejemplo, las asistencias judiciales 

que deben tramitarse por personas ajenas a la investigación. Circunstancias que incluso, 

muchas de ellas alcanzan a la naturaleza de notorias, por tanto, no necesitan ser 

acreditadas por las partes procesales de esta investigación. Asimismo, en otro extremo, 

se tiene claro que en casos complejos de criminalidad organizada debe otorgarse al titular 

de la acción penal un margen de plazo amplio para realizar la investigación oficial del 

delito, etapa procesal en la cual el fiscal debe realizar actividad probatoria de cargo como 

 
15 Así, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, así como 

el Tribunal Constitucional han asumido la teoría del "no plazo", para efectos de determinar el plazo 

razonable. Cfr. Tribunal Europeo de Derechos Humanos: Sentencia N.° 39914/18 (Caso Trickovic vs. 

Slovenia) , del 12 de junio de 2001; Corte IDH: Caso Genie Lacayo vs. Nicaragua, del 29 de enero de 1997, 

párr. 77; Caso Cantos vs. Argentina, del 28 de Noviembre de 2002, párr. 57; Caso Ricardo Canese vs. 

Paraguay, del 31 de agosto de 2004, párr. 143; Expediente N° 05350-2009- PHC/TC, del 10 de agosto de 

2010. f.j. 24; Expediente Nº 2915-2004-HC/TC, del 23 de noviembre de 2004. f.j 21. 
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de descargo según el principio de objetividad que orienta su trabajo. No resulta factible 

en este tipo de casos que la investigación preparatoria cumpla los objetivos previstos en 

la Ley procesal en tiempos estrechos.  

DÉCIMO QUINTO: Por tanto, de conformidad con el artículo 342.2 del CPP, se considera 

que la prórroga del plazo de investigación preparatoria será de veinticuatro meses, 

tiempo suficiente y razonable para que el titular de la acción penal concluya las diligencias 

pendientes, considerando, además, que luego no será posible otorgar otro plazo 

adicional. Finalmente, es de acotar que, el titular de la acción penal a cargo de la 

investigación debe hacer uso de todos los apremios que le franquea la ley y, sobre todo, 

actuar con la debida diligencia que su responsable y delicada función y labor implica. Para 

efectos de fijar este plazo se toma en cuenta lo expresado por la fiscal superior en 

audiencia, quien señaló que efectivamente 36 meses no es el plazo razonable y propuso 

más bien que se fije en 30 meses. Asimismo, es obvio que para fijar el plazo de prórroga 

de la investigación se toma en cuenta también los parámetros de la Ley del adulto mayor 

Nº 30490, pues varios de los procesados en este caso son mayores de 60 años. Su 

situación legal debe ser esclarecida y determinada dentro de un plazo razonable, pues 

resulta arbitrario tenerlos mucho tiempo dentro de una investigación. El Estado por 

medio de sus jueces y fiscales deben agotar los medios para hacer procesos más céleres 

cuando de por medio se encuentra un adulto mayor. Los agravios en consecuencia, son 

parcialmente fundados. 

DÉCIMO OCTAVO: De los argumentos expuestos en audiencia y de acuerdo al contenido 

de los recursos de apelación, y con base a los argumentos que anteceden se ha llegado a 

determinar que no se ha vulnerado el debido proceso respecto a la debida motivación de 

las resoluciones judiciales y que, el plazo de prórroga de la investigación preparatoria 

otorgado por el juez de primera instancia (36 meses) resulta excesivo y vulnera el derecho 

de los investigados a ser juzgados en un plazo razonable como señalan las defensas 

técnicas de los recurrentes. En la parte resolutiva de la presente resolución debe 

precisarse que el tiempo prudencial de la prórroga es solo de 24 meses. 
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DECISIÓN 

Por los fundamentos fácticos y jurídicos expuestos, los magistrados integrantes de la 

Tercera Sala Penal de Apelaciones Nacional de la Corte Superior Nacional de Justicia Penal 

Especializada, en aplicación del artículo 409 del Código Procesal Penal, RESUELVEN: 

1. Declarar INFUNDADOS los recursos de apelación de los investigados Miguel 

Fernando Sánchez Moreno Cisneros, Guillermo Rebagliati Escala, José Javier Ortiz 

Rivera y Gerardo Rafael Sepúlveda Quezada en cuanto a la nulidad planteada 

como pretensión, en consecuencia, CONFIRMARON la Resolución N.º 08 de fecha 

17 de octubre de 2023, que declaró fundado el requerimiento de prórroga de la 

investigación preparatoria. 

2. Declarar FUNDADOS en parte los recursos de apelación interpuestos por las 

defensas de los investigados Pedro Pablo Kuczynski Godard,  Glodomiro Sánchez 

Mejía, Gerardo Rafael Sepúlveda Quezada y Alejandro Chang Chiang en cuanto al 

plazo de la prórroga ordenada, en consecuencia, REVOCAMOS la citada 

Resolución N.º 08 en cuanto al extremo del plazo y, REFORMÁNDOLO, FIJARON 

en 24 meses la prórroga de la investigación preparatoria decretada; en la 

investigación que se sigue a Pedro Pablo Kuczynski Godard y otros por la presunta 

comisión de los delitos de colusión agravada y otros, en agravio del Estado 

Notifíquese y devuélvase.  

Sres.:  

 

            SALINAS SICCHA            ENRIQUEZ SUMERINDE          MAGALLANES RODRÍGUEZ 
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